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DESPACHO MINISTRO

ASESORÍA COMUNICACIONES


CRONOLOGIA

EMBARGOS DEL FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO – FOMAG (ABRIL 23 DE 2012)

I. ANTECEDENTES.

1. En el Departamento de Córdoba, específicamente en los municipios de Lorica y Sahagún, se expidieron 857 Resoluciones presuntamente irregulares,  fechadas con los años 2008 y 2009, mediante las cuales se reconocía el ajuste a la pensión de jubilación a maestros con 50 años de edad y 20 ó más años de servicio (régimen pensional 50/20) previsto en la Ley 33 de 1985. Con base en estas Resoluciones se vienen promoviendo procesos ejecutivos laborales desde el año 2011.   

2. Las 857 Resoluciones presuntamente no cumplen con los requisitos legales, toda vez que fueron expedidas sin el visto bueno previo de la Fiduciaria La Previsora, tal como lo exige el Decreto 2831 de 2005. De dichas resoluciones, 498 corresponden a personas que no pertenecen al régimen pensional 50/20 y  en 271 casos no se trata de docentes. 

3. Con base en estas resoluciones un grupo de abogados presento demandas contra el Ministerio de Educación, Fondo Nacional de Prestaciones del Magisterio (FOMAG)  y la Fiduciaria la Previsora S.A, con el fin de obtener el pago o el reajuste de la pensión de los presuntos beneficiarios.  

4. A la fecha tenemos conocimiento de que dos Juzgados Promiscuos del Circuito de Córdoba, Planeta Rica y Chinú, y un Juzgado Civil del Circuito de Lorica, han ordenado 16 embargos en 32 procesos,  con fundamento en los cuales se ha decretado y practicado el embargo de diferentes cuentas del Ministerio de Educación Nacional y del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio (FOMAG) por valor de $421.103.550.885 (Planeta Rica),  $29.306.000.000 (Chinú) y $7.000.000.000 (Lorica) para un total de $ 457.409.550.885.

5. El Juez Promiscuo del Circuito Planeta Rica - Córdoba, no solo ha decretado, sino que ha ratificado los embargos sobre todas las cuentas del FOMAG, por la suma de $340.217.275.243, lo cual deja sin recursos al Fondo para el pago de la mesada pensional de más de 135.000 maestros en todo el país, que para el mes de abril equivale a $226.000 millones.

ACTUACIONES ADELANTADAS.

1. Por el Gobierno Nacional.

· El Gobierno Nacional a través de la Fiduciaria La Previsora presentó el 31 de enero de 2012 una Acción de Tutela para evitar los embargos de los recursos. En Primera Instancia, el Tribunal Superior de Montería rechazó la tutela por subsidiariedad. En Segunda Instancia el 27 de marzo de 2012,  la Corte Suprema de Justicia  - Sala de Casación Laboral ordenó: “Declarar la nulidad de todo lo actuado, a partir del auto proferido por la Sala Civil- Familia- Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Montería, el 3 de febrero de 2012 para que se rehaga el trámite con sujeción al debido proceso, en ese sentido se comunicará la existencia de la acción de tutela formulada a los demandantes dentro del proceso ejecutivo”.
· Así mismo, la Fiduprevisora desde principios de 2011 ha presentado 349 demandas de Nulidad contra las Resoluciones expedidas por los Secretarios de Educación y Acciones de Tutela en cada proceso por la violación al debido proceso.

· La Superintendencia Financiera de Colombia el 14 de marzo de 2012, refiriéndose a las actuaciones de los bancos donde se encuentran depositados estos recursos, señaló: “El Banco se deberá abstener de poner los depósitos en cuenta corriente y/o de ahorro objeto de embargo mediante la consignación en la cuenta de depósitos judiciales del Banco Agrario de Colombia S.A. a nombre del citado despacho judicial, para lo cual ese establecimiento bancario deberá tener en cuenta solamente los recursos respecto de los cuales se encuentre debidamente acreditado que tienen carácter inembargable” 

· El 29 de marzo de 2012, el Ministro de Hacienda y Crédito Público puso en conocimiento del Presidente del Consejo Superior de la Judicatura los hechos planteados en relación con los embargos al FOMAG.
· En la misma semana el Ministerio de Hacienda solicitó el apoyo de la Procuraduría General de la Nación, la Contraloría General de la República y la intervención de la Fiscalía General de la Nación.
· El Ministerio de Justicia junto con la Agencia de Defensa Judicial de la Nación en las dos últimas semanas ha adelantado gestiones ante el Consejo Superior de la Judicatura y la Fiscalía General de la Nación en la búsqueda de mecanismos que agilicen los procesos necesarios para disciplinar a los jueces y para conseguir la reasignación de los procesos a juzgados en Bogotá.  
· En la semana que inició el 16 de abril el Ministerio de Hacienda solicitó el apoyo de la Fiscalía para que a través de la Unidad contra Funcionarios de la Rama Judicial, adelantara las acciones pertinentes a efecto de que un juez de control de garantías ordenara la cesación de efectos de los embargos ordenados por el juez de Planeta Rica, con el objeto de que los bancos no tuvieran que poner a disposición de tal juzgado los recursos embargados.
2. Por los Órganos de Control:

1. Por la Procuraduría General de la Nación: 
· El 23 de Febrero de 2012, solicitó investigación a la Fiscalía General de la Nación y al Consejo Superior de la Judicatura en contra del Juez Promiscuo del Circuito Planeta Rica -Córdoba y del Juez Único del Circuito de Lorica.  

· El 14 de marzo de 2012 solicitó al presidente del Banco BBVA: “Abstenerse de depositar los dineros embargados y retenidos, hasta tanto se profiera las decisiones judiciales que estén pendientes de resolver y además ejecutoriadas, para evitar un detrimento al patrimonio publico (…)”.

· En el mes de marzo presentó reiteradas solicitudes de investigación de los jueces de los municipios de Planeta Rica, Chinú y Lorica ante el Consejo Superior de la Judicatura.
2. Por la Contraloría General de la República.

· El 23 de febrero de 2012 emite control de advertencia a la Fiduciaria La Previsora, al Ministerio de Educación Nacional, al Consejo Superior de la Judicatura y a la Superintendencia Financiera de Colombia en los siguientes términos: “ … La Contraloría General de la República advierte a la fiduciaria la previsora y al Ministerio de Educación, cada uno dentro de su competencia, para que adelanten a la mayor brevedad las investigaciones a que haya lugar, interpongan las acciones, presenten las denuncias de carácter fiscal, disciplinario, administrativo y penal que correspondan contra los servidores públicos y personas involucradas, de tal suerte que se pueda establecer con certeza los beneficiarios en derechos de los pagos a que hubiera lugar y se evite que se consume el detrimento en el patrimonio público con el pago de los recursos embargados a personas que no tienen derecho a ello (…) Igualmente, la Superintendencia Financiera y el Consejo Superior de la Judicatura deberán adelantar respecto de las entidades Financieras y respecto de los funcionarios de la Rama, las advertencias y actuaciones que correspondan para lograr efectividad en la salvaguarda de los recursos públicos involucrados en los hechos aquí mencionados (…)”.

3. Por la Fiscalía General de la Nación

· El 20 de abril de 2012, el Juzgado 20 Penal Municipal con función de garantías por solicitud del Fiscal 5 delegado ante el Tribunal Superior adscrito a la Unidad Nacional para la investigación de Funcionarios de la Rama Judicial decretó: “Suspender los efectos jurídicos de las decisiones mediante las cuales el Juez Promiscuo del Circuito de Planeta Rica ordenó  seguir adelante la ejecución contra la fiduciaria PREVISORA S.A. dentro del proceso ejecutivo promovido por Victor Anuel Marmol Noriega y la providencia del 28 de junio de 2011 que decreto la acumulación de la demanda ejecutiva laboral de Obeliza María Madrid y otros (…) Así mismo, dicho juzgado ordenó al BBVA se abstuviera de ponerle a disposición de dicho juzgado la suma hasta de 141.868.914 por advertirse las irregularidades dentro del trámite ejecutivo laboral”.

Se debe advertir que en este trámite que fue iniciado a solicitud del Ministerio de Hacienda y Crédito Público, se hicieron parte tanto la Procuraduría como la Contraloría en su condición de victimas y con base en este esfuerzo coordinado del Gobierno, organismos de control y Fiscalía se ha iniciado el proceso de salvamento de los recursos.

4. Por el Consejo Superior de la Judicatura

Con fundamento en las facultades del Estatuto Anticorrupción, el Consejo Superior de la Judicatura con base en el poder preferente ordenará que los procesos se reasignen a jueces en Bogotá e iniciará los procesos disciplinarios correspondientes.   
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